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El intercambio automático de información financiera entre fiscos de distintas jurisdicciones se ha convertido en el nuevo estándar internacional en la materia, lo cual determina un cambio en el paradigma en la efectividad de la tributación sobre el ahorro de las personas a nivel global
.

La tendencia actual es considerar a la evasión fiscal como un tema de extrema gravedad a punto de considerarse delito precedente en el delito de lavado de activos (aun cuando por definición deriva de actividades lícitas). Esta ola de transparencia fiscal es muy fuerte y representa una creciente presión para los países o entidades financieras que favorecen o toleran la radicación de dinero no declarado. 

Se ha estimado que los argentinos tienen (estimados en forma conservadora) no menos de 400.000 millones de dólares no declarados en el exterior
. Frente a esta realidad todas las estrategias en materia de política fiscal deberían estar orientadas a detectar este dinero e incorporarlo a las bases tributarias, dotando así al sistema de la progresividad que hoy no tiene.
La nueva regla de transparencia fiscal requiere como condición operativa que el Fisco acceda a la información de los activos de titularidad (directa o indirecta) de los contribuyentes y sus rentas asociadas, tanto en el país como en el exterior.
La modalidad que permite el acceso de esta información es el intercambio automático de información para fines fiscales.

Al presente existen distintas iniciativas y realidades alineadas con el intercambio de información financiera entre fiscos.
I. LOS INSTRUMENTOS DEL INTERCAMBIO AUTOMÁTICO

I.1. El FATCA

Estados Unidos de Norteamérica propicia el intercambio automático de información financiera a fines fiscales con el propósito de detectar activos no declarados por sus contribuyentes (residentes y ciudadanos no residentes).
El instrumento para el logro de esa finalidad es el FATCA (“Foreign Account Tax Compliance Act”), un régimen extraterritorial de reporting con el propósito de alimentar a la agencia tributaria (IRS) con datos sobre saldos e ingresos relativos a activos financieros de titularidad de contribuyentes norteamericanos (US accounts) en poder de instituciones financieras extranjeras (FFIs) respecto de cuentas o depósitos radicados en cualquier punto del globo.

La modalidad básica del régimen se basa en la firma de un acuerdo entre cada FFI y el IRS, el cual genera problemas jurídicos insuperables para muchos países (caso de nuestro país) ya que su cumplimiento implica –lisa y llanamente- la violación de obligaciones previstas en distintos regímenes legales domésticos (secreto bancario y bursátil, defensa del consumidor, protección de datos personales, etc.). 

En efecto, los efectos extraterritoriales del FATCA han puesto en una “encrucijada” insoluble a las FFIs argentinas, ya que dicho régimen las obliga a realizar una serie de actos representativos de cargas públicas (registración, due diligence, reporting, actuación como agentes de retención, etc.) emanados de legislación extranjera, sin base legal legitimante en el ordenamiento jurídico argentino, que avanzan vulnerando sistemas de protección constitucional relativos a la confidencialidad de los datos financieros en favor de los titulares de las cuentas o depósitos
. 

Esta situación ha llevado a que Estados Unidos propusiera la firma de Acuerdos Intergubernamentales (IGAs) con países con quienes tiene un CDI operativo. 

Los IGAs propuestos son el Modelo 1 IGA y el Modelo 2 IGA. 

El Modelo 1 IGA implica un intercambio de información entre ambos Fiscos, bajo dos versiones: la  unilateral (caso de Chile) y la recíproca (caso de Brasil y Colombia). En estos últimos también se intercambia información sobre cuentas en Estados Unidos de titularidad de residentes del otro Estado. 

El FATCA Modelo 1 IGA implica los siguientes pasos:

· El otro Estado Contratante acuerda reportar al IRS información específica acerca de las US accounts mantenidas por las FFIs localizadas en su   jurisdicción.

· Las FFIs deben identificar las US accounts de acuerdo a las reglas de due diligence contenidas en el Anexo I del IGA.

· Las FFIs deben reportar la información al otro Estado Contratante. 

· El Fisco del otro Estado Contratante reporta dicha información al IRS sobre una base automática y anual.

Por el contrario, el Modelo 2 IGA implica un intercambio de información entre las FFIs y el IRS (casos de Japón y Suiza). Por definición es unilateral y funciona previo consentimiento del titular de la US account y garantizando la liberación de sanciones penales a los directivos de las FFIs.
El Modelo 2 IGA implica los siguientes pasos:

· El otro Estado Contratante acuerda dirigir y permitir que las FFIs localizadas en su jurisdicción reporten al IRS información específica acerca de las US accounts que  mantienen, directamente al IRS.

· Las FFIs deben identificar las US accounts de acuerdo a las reglas de due diligence contenidas en el Anexo I del IGA.

· Las FFIs deben reportar la información al IRS. 

· Las FFIs también reportan al IRS información agregada con relación a los titulares de US accounts que no consientan que la información sobre sus cuentas sean reportadas, en cuyo caso el IRS puede efectuar “pedidos por grupo” (group request) para que el otro Estado Contratante aporte información más específica. 
Cabe indicar que si la FFI no se registra y cumple en tiempo y forma con el conjunto de las obligaciones que marca el régimen FATCA, la penalidad consiste en la aplicación de una retención equivalente al 30% (treinta por ciento) sobre el monto de los pagos en concepto de intereses, dividendos y otras ganancias, rentas e ingresos fijos o determinables anuales o periódicos (“FDAP”) de fuente norteamericana, y los ingresos brutos producto de la venta de bienes norteamericanos (US properties) que pueden producir intereses o dividendos de fuente norteamericana, aun cuando dicha venta no estuviera de otra forma sujeta a imposición en  USA.

La entrada en vigencia del FATCA estaba prevista originalmente para pagos de rentas de fuente norteamericada efectuados a partir del 1° de enero de 2013. 
No obstante ello, las dificultades operativas emergentes de la implementación del sistema y principalmente las derivadas de los efectos extraterritoriales que provoca, motivó que el IRS extendiera la puesta en vigencia, habiendo operado los primeros vencimientos de las obligaciones de reporting en marzo 2015 (FFIs de países sin IGA e IGA Modelo 2), y en septiembre 2015 (IGA Modelo 1).

I.2. La Convención de Asistencia Administrativa en materia Fiscal de la OCDE y su Protocolo
La Convención de Asistencia Administrativa en materia Fiscal de la OCDE (1988) ha sido abierto en 2011 para su firma por países y jurisdicciones no miembros de la OCDE, llevando a más de 85 las jurisdicciones firmantes, entre ellas la República Argentina, la cual prevé (art.6) la modalidad de intercambio automático de información entre Fiscos como una de las formas del intercambio.  
En tal sentido, dicha organización ha desarrollado y publicado una serie de guías y material de entrenamiento para facilitar la implementación y el uso de intercambio automático de información entre países, producciendo un programa de intercambio automático que contiene un modelo de legislación doméstica para incorporar el standard (el denominado “AEOI”) y modelos de acuerdos del Common Reporting Standard (CRS), en el marco de:

· un Convenio para Evitar la Doble Imposición (CDI), 
· un Acuerdo de Intercambio de Información en  materia Fiscal (TIEA) o 
· la Convención Multilateral de Asistencia Administrativa en materia Fiscal (OCDE)

Asimismo, la OCDE ha elaborado una guía (handbook) de uso para los Gobiernos y las instituciones financieras reportantes que desarrolla la implementación práctica del AEOI y contiene:

· Pasos secuenciales para implementar el standard

· Comentarios sobre el CRS y las reglas de debida diligencia

· Comparación entre el CRS y el Modelo FATCA  IGA 1

· Preguntas frecuentes
En este material se informa que la estandarización de los formatos es crucial para que dicha información puede ser capturada, intercambiada y procesada rápida y eficientemente y con bajo costo de procesamiento por el país receptor.

En tal sentido, los trabajos de la OCDE sobre estandarización han comenzado con el formato magnético “SMF’”, y luego avanzaron hacia el uso de lenguaje XML language (“STF”) . También se han desarrollado programas de conversión de SMF en STF, lo que permite gozar del intercambio de información aun cuando los dos países utilicen formatos diferentes.

Cabe indicar que los Estados que adhirieron a la Convención, al AEOI y al CRS deben incorporar medidas en la legislación doméstica para hacerlo operativo (p.ej. opciones definicionales sobre al alcance de determinados aspectos del standard). 

II. EL CASO DE LA REPÚBLICA ARGENTINA
El intercambio internacional de información en la Répública Argentina se realiza por medio de dos instrumentos: 
· Convenios para evitar la Doble Imposición (CDI)
, incluidas las disposiciones relativas a intercambio de información (artículo 26 Modelo de la OCDE o Naciones Unidas
), 
· Acuerdos de intercambio de información fiscal (TIEA por su sigla en inglés), autorizadas por el artículo 101 de la Ley N° 11.683.

Argentina ha concluido muchos acuerdos para el intercambio de información con los extranjeros países. 
Actualmente, Argentina tiene convenios para evitar la doble imposición en vigor con Australia, Bélgica, Bolivia, Brasil, Canadá,  Dinamarca, Finlandia, Francia, Alemania, Italia, Países Bajos, Noruega, Rusia, España, Suecia, Reino Unido y Suiza.
Los tratados con Chile y España fueron terminados unilateralmente por Argentina con fecha 29 de junio de 2012. Argentina envió notas a ambos gobiernos que comunican su intención de denunciar los acuerdos. De acuerdo con los artículos de terminación incluidas en ambos acuerdos, los efectos de la terminación comienzan el 1 de enero de 2013. Se firmó un nuevo acuerdo con España en 2013 y con Chile. Todos estos tratados incluyen un artículo de intercambio de información, basado en el artículo 26 del Modelo de CDI de OCDE y Naciones Unidas. 
El único CDI que no incluyó esta disposición Suiza, que también fue resuelto por la República Argentina. Sin embargo, Argentina y Suiza firmaron en 2014 un nuevo acuerdo siguiendo el modelo de la OCDE y en particular su artículo 26 (art.25 del CDI).

Como ya se ha mencionado, los artículos que regulan el intercambio de información en el acuerdos para evitar la doble imposición en vigor son sustancialmente similar al artículo 26 del Modelo de Naciones Unidas de la OCDE.

Como las diferencias pertinentes, se puede mencionar que los acuerdos firmados con Canadá, Noruega, Suecia, España y Suiza contienen un tercer apartado que prevé que si un Estado hace una solicitud de información, el otro Estado debe cumplir con este requisito, a pesar de que el Estado que recibe la solicitud no tiene ningún interés fiscal en la pieza de información. Además, el acuerdo fiscal con Noruega, España y Suiza establece que el cambio de la prestación de información se aplica a todos los impuestos, y no sólo a los impuestos contenidos en el tratado, como en los otros casos.

Una situación particular con respecto al intercambio de información contenida en el impuesto a las ganancias es la cuestión de la extensión territorial. Varios de los países que firmaron CDI con Argentina tienen territorios o jurisdicciones asociadas que son considerados paraísos fiscales. En todos los casos, estas jurisdicciones están excluidos del ámbito de aplicación del CDI, a fin de evitar situaciones de abuso. Además, estos acuerdos prevén la posibilidad de extender la aplicación de las disposiciones de los convenios, entre los cuales es el intercambio de información, a través de un intercambio de notas entre los dos Gobiernos (caso de las Islas del Canal (Gran Bretaña e Irlanda del Norte), Groenlandia (Dinamarca), Antillas Neerlandesas (Países Bajos) o la isla de Norfolk (Australia)).
En relación con el CDI con Bolivia, basado en el Modelo del Pacto Andino, se incluye un artículo que dispone: (i) el propósito de intercambiar información para prevenir el fraude y la evasión fiscal, (ii) la información recibida será secreta, y que (iii) las autoridades competentes podrán comunicarse directamente.

Hasta mediados de 2009, Argentina no tenía acuerdos de intercambio de información con los paraísos fiscales o en jurisdicciones con las normas de secreto bancario. Siguiendo la tendencia actual, la República Argentina firmó acuerdos de intercambio de información (TIEA) con ciertas jurisdicciones hasta hace poco consideradas como paraísos fiscales. 
Hasta la fecha, la República Argentina ha firmado 24 convenios con las siguientes jurisdicciones: Andorra, Aruba, Azerbaiyán, Bahamas, Bermuda, Brasil, Islas Caimán, Chile, China, Costa Rica, Curacao, Ecuador, Guernsey, India, Isla de Man, Isla de Jersey, Macedonia,  Monaco, Perú, San Marino, Sudáfrica (pendiente)
, España, y Uruguay.
Además, la Argentina es parte en el Protocolo de 2011 de la Convención Multilateral de Asistencia Administrativa en materia fiscal (la Convención) de la OCDE
. Argentina, como miembro del G-20, fue el primer país de América del Sur a firmar y ratificar este Convención
. 

La AFIP es competente para ejecutar los acuerdos de intercambio de información con las autoridades fiscales extranjeras
.   
Sin embargo, algunos acuerdos fueron ratificados por el Congreso por exceder mero intercambio de información. Por ejemplo, el acuerdo firmado con Uruguay incluye reglas de desempate para determinar residencia (“tie-breaker rules”, art.4° Modelo de CDI de OCDE y Naciones Unidas) y métodos para evitar la doble imposición. 
Cabe indicar que el secreto fiscal no se aplica cuando las autoridades fiscales nacionales revelan información a las autoridades fiscales extranjeras
. 
Estos acuerdos se negociaron sobre la base del modelo de CDI de la OCDE (art.26). En este sentido, el intercambio de información sólo puede ocurrir a petición de uno de los Estados Contratantes (Estado Requirente), por lo que el intercambio de información espontánea y automática no se contempla. Estos acuerdos incluyen la posibilidad de la realización de auditorías en el territorio del otro Estado.
Además, estos acuerdos se limitan al impuesto a las ganancias, impuesto al valor agregado, impuesto sobre los bienes personales e impueso a la ganancia mínima presunta
 . 
El acuerdo con Costa Rica, que también incluye los impuestos nacionales dentro de su ámbito de aplicación, establecela referencia a los Comentarios al Modelo de la OCDE relativos al art.26.

Asimismo, la República Argentina tiene algunos acuerdos de intercambio de información específica firmados en los últimos años basado en el modelo CIAT
 . 
Los acuerdos de intercambio de información firmados con España, Brasil y Chile, eran una especie de complemento a los tratados fiscales ya ​​​​​​​​​​​​​​​​​​en su lugar con esos países. Esto ya no es el caso de Chile y España, teniendo en cuenta que después de la terminación unilateral de los convenios fiscales decididas por Argentina, los otros países consideraron que los acuerdos de intercambio de información fiscal también se terminaron. En todos los casos mencionados, el intercambio de información puede ocurrir a petición, de forma espontánea o automáticamente. Esos acuerdos también establecen la posibilidad de auditorías y costos de distribución simultánea. En el caso del acuerdo con Brasil, que también cubre los derechos de aduana y la posibilidad de que una autoridad fiscal puede realizar auditorías en el otro Estado.

El acuerdo de intercambio de información con Perú es importante, ya que Argentina no tiene un tratado tributario vigente con ese país, el cual cubre todos los impuestos administrados por las autoridades fiscales, en particular en el caso de a República Argentina los derechos de aduana. En este sentido, nuestro país también tiene varios acuerdos de intercambio de información en materia  aduanera
. 

III. LOS INSTRUMENTOS MULTILATERALES (EL FATCA y LA CONVENCIÓN MULTILATERAL DE ASISTENCIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA FISCAL DE LA OCDE) Y LA REPÚBLICA ARGENTINA
La República Argentina no ha firmado aún un IGA en el marco del FATCA, por lo que a la fecha no se trata de normas de aplicación al ordenamiento jurídico doméstico En este sentido, los funcionarios de la AFIP han anunciado que están negociando un IGA con IRS lo que sería en el proceso para llegar a la conclusión.

Por otra parte, el BCRA
 y la Comisión Nacional de Valores (CNV)
 han emitido regulaciones similares con el fin de obligar a las instituciones financieras bajo su supervisión para mantener la información de los titulares de las cuentas sujetas a la Convención Multilateral de Asistencia Administrativa en materis Fiscal (y su instrumento de intercambio de información automatico y multilateral, llamado AEOI) y FATCA.

En este sentido, los archivos de clientes en poder de las instituciones financieras deben incluir el siguiente información:

a) las personas (incluidas las personas que controlan las instituciones financieras nacionales):
- Nacionalidad

- País de residencia fiscal

- Número de Identificación Fiscal (NIF)

- Domicilio

- Fecha de nacimiento

b) Empresas:

- País de residencia fiscal

- Número de Identificación Fiscal (NIF)

- Domicilio

Esta información debe estar a disposición de la AFIP, si se solicita con el fin de cumplir con AEOI y/o FATCA.

La República Argentina ha suscripto la Convención Multilateral de Asistencia Administrativa en materia fiscal de la OCDE y ha ratificado el intercambio automático (art.6) (AEOI) través del Common Reporting Standard (CRS) de la OCDE.

Además, Argentina ha firmado el proyecto piloto para la pronta aplicación de AEOI adoptada por la Reunión Ministerial de la OCDE celebrada en mayo de 2014.

Cabe indicar que es necesario el dictado (vía Resolución General AFIP) de normas operativas para que los agentes de información (entidad financiera reportante) puedan dar cumplimiento a los intercambios de información (p.ej. los umbrales de saldos de cuentas objeto de información) con el Fisco nacional.

Por lo tanto, podemos suponer que el Gobierno argentino se ha comprometido firmemente al intercambio automático entre Fiscos de información financiera con fines fiscales.

En fecha reciente se publicó en medios periodísticos que la AFIP tuvo acceso a un listado con información relativa a miles de residentes fiscales argentinos que mentendrían cuentas a su nombre en una institución financiera suiza.

El Organismo Fiscal procedió a cursar requerimientos de información a través del mecanismo de fiscalización electrónica solicitando información de las cuentas bancarias (identificación de la o las cuentas y saldo al cierre de los años fiscales 2006 a 2013), invitando a regularizar la situación fiscal en caso que sus titulares hubieran declarado las citadas cuentas, invocando la Ley N° 26.860 de blanqueo de capitales.

La información solicitada implica para la AFIP la pretensión de obtener una ratificación de los datos colectados de terceros. Tales datos fueron entregados por Hervé Falciani, un ex empleado de sistema del banco HSBC sucursal Ginebra a la Administración Fiscal francesa. 
La información en cuestión involucra a más de 3.900 residentes argentinos y acotada a los últimos meses de 2006 y primeros meses de 2007, fue entregada por un funcionario del Fisco francés al Administrador Federal de Ingresos Públicos en una reunión celebrada en París.

Cabe destacar que la AFIP requiere dicha ratificación del contribuyente, por dos razones:

1)
La información no se origina en un intercambio de información con el Fisco Suizo, sino del hurto de información por parte de un ex empleado de la institución financiera suiza en que se radicaban las cuentas. 

Es por ello que dicha información no es autosuficiente al no tener un origen fidedigno.

2)
Al haberse originado en un delito se aplica la doctrina del fruto del árbol venenoso, la cual hace referencia a la doctrina judicial utilizada en algunos países como Argentina, España, Venezuela y Estados Unidos, cuyo corolario es invalidar  las pruebas colectadas en forma ilegal (prueba corrompida)  En Argentina fue aceptada en los casos "Montenegro, Luciano Bernardino s/Robo"  y "Fiorentino" , entre otros.

IV. LOS CASOS DE SUIZA, ESTADOS UNIDOS Y URUGUAY. EL ACCESO DE INFORMACIÓN FINANCIERA AUTOMÁTICA POR PARTE DEL FISCO ARGENTINO
IV.1. El caso de Suiza

En octubre de 2014 el Consejo Federal de la Confederación Suiza aprobó la adopción del nuevo estándar global para el intercambio automático de información para fines tributarios con Estados socios propiciado por el G20  y otras organizaciones internacionales. 
El acto aprobatorio destaca el cumplimiento de ciertas condiciones previas para efectuar el intercambio de información a los fines tributarios, a saber: a) los datos serán intercambiados entre las Autoridades Competentes sobre una base bilateral y recíproca, b) las negociaciones para el intercambio automático de información serán iniciadas con países seleccionados, c) la selección de los países tendrá en consideración los lazos políticos y económicos de dicho país con Suiza, la existencia de alternativas legales para regularización en favor de los contribuyentes con depósitos o cuentas en bancos suizos.
Con fecha 28 de octubre de 2015 entró en vigor el CDI entre Argentina y Suiza, cuyo art.25 aplica el art.26 del Modelo de CDI OCDE (cuyo formato es amplio pero a pedido de uno de los Fiscos). 
IV.2. El caso de los Estados Unidos
Concordantemente, en el caso de los Estados Unidos, promotor del nuevo estándar internacional a través del FATCA, cabe indicar que previo a acordarse un acuerdo de intercambio de información con otra jurisdicción, el Departamento de Tesoro y el Internal Revenue Service (IRS) revisan cuidadosamente el marco legal de la otra jurisdicción respecto al mantenimiento de la confidencialidad de la información tributaria en el sentido de tener las garantías legales necesarias en su lugar para proteger la información intercambiada y que las sanciones son adecuadas y se aplican efectivamente ante cualquier violación a la confidencialidad . 

Prueba de ello, en el Acuerdo de Cooperación para facilitar la implentación del FATCA suscripto entre Estados Unidos y Chile con fecha 03/05/2014, el art.7° declara la intención de que el acuerdo evolucione hacia un acuerdo intergubernamental bilateral (IGA 1), sujeto a que el Gobierno de Chile demuestre: (i) colaboración a través del efectivo intercambio de información por parte de la Autoridad de Aplicación chilena respecto de la información previamente transmitida por las instituciones financieras chilenas, y (ii) respeto a la confidencialidad de la información.

Cabe poner de resalto la aplicación de los resguardos indicados, teniendo en cuenta que Chile es  socio comercial de Estados Unidos (de hecho Chile ha suscripto un tratado de libre comercio con aquél país); no obstante la condición previa del respeto de los derechos de confidencialidad se aplica como presupuesto legal para implementar el intercambio de información financiera.
IV.3. El caso de Uruguay
Finalmente, respecto a la República Oriental del Uruguay, el 24 de abril de 2012 se firmó el Acuerdo entre la República Argentina y la República Oriental del Uruguay para el Intercambio de Información Tributaria y Método para Evitar la Doble Imposición (El Acuerdo).
El objeto del Acuerdo es la asistencia mutua entre las Autoridades Competentes
 mediante el intercambio de Información que sea “previsiblemente relevante” para la administración y aplicación de la legislación interna de las Partes con relación a los impuestos y asuntos penales tributarios comprendidos en el Acuerdo. 

La condición de “previsiblemente relevante” es súmamente trascendente a fin de establecer la efectividad del intercambio de información materia del Acuerdo. Dicho estatus queda determinado en el ámbito de la Parte Requerida, de conformidad a su legislación y práctica administrativa. 

En tal sentido, la Ley (Uruguay) N° 18.718 de fecha 24/12/2010, art. 15
, de reforma al art.54 de la Ley 18.083, incorpora dos nuevas causales de levantamiento del secreto bancario a pedido de la Dirección General Impositiva de Uruguay (en adelante, la DGI):

1) cuando lo considerara necesario para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones juradas de los contribuyentes, o

2) en el marco de convenios de intercambio de información fiscal.

Respecto de la causal 1), la ley modificatoria establece que la DGI podrá solicitar el levantamiento del secreto bancario a la justicia (Juzgados Letrados de Primera Instancia con competencia en materia civil) siempre que se acredite la existencia de indicios objetivos que hagan presumir razonablemente la existencia de evasión, determinación cuya configuración queda librada a la apreciación que realice la Justicia
. La apelación de la sentencia de primera instancia que decrete el levantamiento del secreto bancario tendrá efecto suspensivo (es decir que no se procederá al levantamiento del secreto bancario hasta tanto la sentencia no sea confirmada por el Tribunal de Apelaciones).

Por otro lado, el Decreto 282-2011 del 10/08/2011 reglamenta el procedimiento para el relevamiento del secreto bancario que surge de lo dispuesto por el artículo 25º del Decreto-Ley N° 15.322. Esta norma prevé dicho relevamiento mediante la autorización expresa y por escrito del interesado, mientras que el  art. 53 de la Ley (Uruguay) N° 18.083, prevé que la DGI podrá celebrar acuerdos con los contribuyentes en los que éstos autoricen, para un periodo determinado, la revelación de operaciones e informaciones amparadas en el secreto bancario. 

Asimismo, el Decreto 313-2011 de 02/09/2011, establece el procedimiento para hacer efectivo el intercambio de información que regulan los TIEAs firmados por Uruguay.

En tal sentido, cabe reproducir algunas de sus disposiciones:

 “Artículo 10º.- Vista Previa.- No se dictará resolución disponiendo el envío de información a una autoridad competente requirente, sin otorgarse vista de las actuaciones administrativas al titular de la información por el término de cinco días hábiles.”.
“Artículo 13º.- Agotamiento de los recursos internos.- La Dirección General Impositiva únicamente efectuará solicitudes de información cuando, de conformidad con el ordenamiento jurídico interno, se hubiesen agotado todos los recursos ordinarios disponibles (excepto aquellos que dieran lugar a dificultades desproporcionadas) para obtener datos, informes o antecedentes, que de acuerdo con las circunstancias, fueran necesarios para la correcta determinación de adeudos tributarios o la tipificación de infracciones.
Del mismo modo, la Dirección General Impositiva no dará curso a aquellas solicitudes de información recibidas de autoridades competentes de Estados requirentes, en tanto no se declare por estas el cumplimiento en dicho Estado, de las condiciones expresadas en el inciso anterior.”.
 
La información intercambiada se tratará de manera confidencial. El artículo 7 reproduce los lineamientos del art.26 del Modelo de CDI de la OCDE y las Naciones Unidas, en el sentido que: “…toda Información brindada y recibida por las Autoridades Competentes de las Partes tendrá carácter confidencial, en iguales condiciones que la Información obtenida sobre la base de su legislación interna o conforme a las condiciones de confidencialidad aplicables en la jurisdicción de la Parte que la suministra si estas últimas son más restrictivas y sólo podrá comunicarse a las Personas o autoridades (incluidos los tribunales y órganos administrativos) bajo la jurisdicción de la Parte encargada de la gestión o recaudación de los Impuestos comprendidos en el presente Acuerdo, de los procedimientos declarativos o ejecutivos relativos a dichos Impuestos o de la resolución de los recursos relativos a los mismos. Dichas Personas o autoridades sólo utilizarán esa Información para esos fines. Podrán revelar la Información en procedimientos judiciales públicos o en las sentencias judiciales. La Información no podrá comunicarse a ninguna otra Persona, entidad, autoridad o a cualquier otra jurisdicción sin el expreso consentimiento por escrito de la Autoridad Competente de la Parte Requerida.”.

El Acuerdo prevé que seguirán siendo aplicables los derechos y garantías reconocidos por la legislación o las prácticas administrativas de la Parte Requerida.

En tal sentido, son ejemplos de derechos y garantías que la DGI (y la justicia) está obligada a respetar:  

a) el levantamiento del secreto bancario queda sujeto a la acreditación de la existencia de indicios objetivos que hagan presumir razonablemente la existencia de evasión, recaudo exigible al ámbito de la competencia de la DGI respecto de los impuestos uruguayos,
b) la vista de las actuaciones administrativas al titular de la información por el término de cinco días hábiles.
Al igual que con Suiza, solo quedan comprendida en el Acuerdo la modalidad de intercambio de información específica y a solicitud de la Parte Requirente, aun cuando dicha información no tenga interés fiscal para la Parte Requerida y aun cuando no constituya un ilícito de acuerdo a su legislación, supuesto que involucra solamente:

a) Un pedido expreso con relación a un contribuyente sujeto a fiscalización por parte de la Autoridad Competente de la Parte Requirente, la cual deberá formularse con el mayor detalle posible y deberá especificar por escrito (artículo 5, apartado 5 del Acuerdo)
:

· la identidad de la persona sometida a inspección o investigación;

· el período respecto del cual se solicita la información;

· la naturaleza de la información solicitada y la forma en la que la Parte Requirente desearía recibirla;

· el fin tributario por el cual se solicita la información;

· los motivos para creer que la información solicitada es previsiblemente relevante para la administración y aplicación de los impuestos de la Parte Requirente, con relación a la persona

· los motivos para creer que la información solicitada es conservada por la Parte Requerida u obra en poder o bajo el control de una persona que se encuentre en la jurisdicción de la Parte Requerida;

· en la medida en que se conozcan, el nombre y la dirección de toda persona que se crea que posee la información solicitada o pueda obtenerla;

· una declaración que estipule que la solicitud es de conformidad con las leyes y prácticas administrativas de la Parte Requirente, que si la solicitud de información se realizara dentro de la jurisdicción de la Parte Requirente, entonces, la Autoridad Competente de la Parte Requirente estaría en condiciones de obtener la información conforme a su legislación o en el curso normal de la práctica administrativa y que dicha solicitud es de conformidad con lo estipulado en el Acuerdo;

· una declaración que estipule que la Parte Requirente ha utilizado todos los medios disponibles en su propio territorio para obtener la información, salvo aquellos que dieran lugar a dificultades desproporcionadas.

b) El cumplimiento de los fines previstos en el artículo 2 del Acuerdo, cual es la asistencia mutua entre las Autoridades Competentes a través del intercambio de la información tributaria que sea previsiblemente relevante para la administración y aplicación de la legislación interna de las Partes con relación a los impuestos y asuntos penales tributarios comprendidos en el Acuerdo.

c) De acuerdo a la legislación y prácticas administrativas de la Parte Requerida; en tal sentido el Decreto 313-2011, art.10 exige el otorgamiento de vista por 5 días al sujeto fiscalizado (con carácter previo a la efectivización del intercambio), el art.13 requiere la acreditación del agotamiento de los recursos internos por la Parte Requirente para obtener la información requrida, en materia de activos amparados por el secreto bancario se requiere de la existencia de indicios objetivos que hagan presumir razonablemente la existencia de evasión y un procedimiento judicial, etc.
Resultan excluidas las medidas dirigidas únicamente a la simple recolección de evidencias con carácter meramente especulativo (“fishing expeditions”).

Por otro lado, la Parte Requerida no estará obligada a facilitar la información que no obre en poder de sus autoridades o que no esté en posesión o bajo el control de personas que se hallen en su jurisdicción territorial.

En tal sentido, el artículo 5, apartado 4, en línea con el art.26 del Modelo de CDI de la OCDE y Naciones Unidas, garantizará que, a los efectos expresados en el alcance del Acuerdo, la Autoridad Competente está facultada para obtener y proporcionar, previo requerimiento:

· Información que obre en poder de bancos, otras instituciones financieras y cualquier persona que actúen en calidad de mandatario o fiduciario
;

· Información vinculada a la propiedad de sociedades, sociedades personales, fideicomisos, fundaciones y otras personas, incluida, la información sobre propiedad respecto de todas las personas que componen una cadena de propiedad; en el caso de fideicomisos, información sobrelos fiduciantes, fiduciarios y beneficiarios; y en el caso de fundaciones, información sobre los fundadores, miembros del consejo de administración u órgano similar y beneficiarios.

· En todos los casos, cada Parte asegura a la otra, acceso a toda la Información de propiedad de las sociedades (accionistas y/o socios, vinculación y constitución de sociedades)
.

Esta garantía no alcanza a otro tipo de información (p.ej. inmuebles, yates, aeronaves, otros bienes registrables o no como automóviles, obras de arte, créditos, etc.) a cuyo efecto los recaudos de procedibilidad del pedido de información naturalmente serán más exigentes.

Finalmente, el último párrafo aclara que las Partes contratantes no están obligadas a obtener o proporcionar información sobre la propiedad con respecto a sociedades que cotizan en bolsa o fondos o planes de inversión colectiva públicos, a menos que dicha información pueda obtenerse sin ocasionar dificultades desproporcionadas.

IV.4. Los regímenes de regularización fiscal (o blanqueos)

En el contexto actual de estándar de intercambio de información financiera entre Fiscos de tipo automático y multilateral, resulta oportuno y necesario disponer por tiempo limitado de regímenes de regularización fiscal a partir de la declaración de activos y rentas no declaradas al fisco del Estado de residencia del titular.

Cabe indicar que tales regímenes son muy comunes en el mundo, tanto en países desarrollados como en vías de desarrollo, lo que implica que gozan de mayor aceptación que en el pasado
, lo que ofrece una causa de legitimación a tales regímenes en la actualidad. 
V. CONCLUSIONES

De acuerdo al desarrollo precedente cabe concluir como sigue:

1.  El intercambio automático de información fiscal entre países se ha convertido en el nuevo gold standard y en esa dirección avanza el mundo.
2. La nueva regla de transparencia fiscal requiere como condición operativa que el Fisco acceda a la información de los activos de titularidad (directa o indirecta) de los contribuyentes y sus rentas asociadas, tanto en el país como en el exterior.

3. En una segunda etapa, tal como ha sido el caso de La Unión Europea, el intercambio de información debería extenderse a información sobre flujos de pagos de rentas activas y operaciones de la economía real (como inmobiliarias o pagos de pensiones y honorarios).

4. El acceso efectivo y eficaz de la información financiera por parte del Fisco requiere que su canalización sea a través de mecanismos automáticos y multilaterales.

5. La República Argentina no ha logrado a la fecha la firma de una IGA con Estados Unidos de Norteamérica a los efectos de aliviar la carga a las entidades financieras y acceder a información financiera de residentes argentinos radicados en Estados Unidos.

6. Argentina ha suscripto la Convención Multilaleral de Asistencia Administrativa en Materia Fiscal de la OCDE y su Protocolo, participando del Proyecto Piloto en septiembre 2017. 

7. Asimismo, nuestro país ha adherido al formato de intercambio automático multilateral (AEOI y CRS).

8. Algunos países firmantes de la Convención y del Protocolo como Suiza y Uruguay adoptan un enfoque bilateral de intercambio automático, requiriendo el cumplimiento determinadas condiciones precedentes para la negociación y firma de un acuerdo bilateral con sus contrapartes.
9. Los ahorros de los argentinos en el exterior se encuentran radicados en forma concentrada en mayor medida en ciertas jurisdicciones (Estados Unidos, Suiza, Uruguay, Panamá, etc.), lo que implica que en el corto plazo, la AFIP no contará con información automática de los bienes radicados por sujetos residentes en tales jurisdicciones.
10. El contexto actual de estándar de intercambio de información financiera entre Fiscos de tipo automático y multilateral, resulta oportuno y necesario disponer por tiempo limitado de regímenes de regularización fiscal a partir de la declaración de activos y rentas no declaradas al fisco del Estado de residencia del titular.

� Rajmilovich, Darío y Tisocco Jorge: “Los tratados de intercambio de información tributaria: ¿a pedido o automático?; Doctrina Tributaria Errepar (DTE), Tomo XXXIV, página 561 y siguientes,


� Henry, James S.: “The price of offshore revisited – New estimates for missing global private wealth, income, inequality and lost taxes” – Tax Justice Network – julio de 2012.


� En el derecho comparado, Ecuador tampoco ha suscripto un acuerdo intergubernamental (IGA) con Estados Unidos de Norteamérica; no obstante ha distado una norma interna que libera a las entidades financieras frente al secreto bancario en caso de hacer firmar a sus clientes una autorización para la entrega de la información al Fisco norteamericano (IRS). 


� Estos convenios tienen rango constitucional los tratados de acuerdo con el artículo 75, inciso 22 de la Constitución Federal.


� Argentina tiene 22 Convenios para Evitar la Doble Imposición limitado a los ingresos por transporte internacional, de los cuales 20 incluyen una cláusula de intercambio de información, con: Australia, Bolivia, Brasil, Canadá, Colombia, Dinamarca, Ecuador, Finlandia, Francia, Alemania, Grecia , Israel, Italia, Japón, Malasia, Países Bajos, Rusia, España, Suecia, Estados Unidos, Uruguay, Venezuela y Yugoslavia.


� Acuerdo de Intercambio de Información Tributaria entre Argentina y Sudáfrica, firmado el 2 de agosto de 2013.


� Convención sobre Asistencia Administrativa Mutua en Materia Fiscal.


� Argentina firmó el 3 de noviembre de 2011, ratificado el 13 de septiembre de 2012, y la entrada en vigor era el 1 de enero de 2013.


� Artículo 3, Decreto (PEN) Nº 618/1997.


� Artículo 101, inciso d), la Ley Nº 11.683, modificada por la Ley Nº 25.795.


� Este impuesto se paga sólo por personas jurídicas y se calcula sobre el patrimonio. La tasa es del 1% y el impuesto pagado puede acreditarse contra el impuesto sobre la renta. En cierto modo, se trata de un impuesto sobre los activos improductivos.


� Centro Interamericano de Administraciones Tributarias.


� Angola, Armenia, Azerbaiyán, Bolivia, Chile, COMALEP, China, Francia, Hong Kong, Hungría, India, Italia, Libia, Moroco, Mercosur, México, Países Bajos, Nigeria, Rusia, Sudáfrica, Corea del Sur, España, Tailandia, Emiratos Árabes Unidos, Ucraina, Estados Unidos, Vietnam.


� Comunicación BCRA “A” N ° 5581


� Resolución general CNV N °631/2014. 


� AFIP en el caso Argentina y Ministerio de Economía y Finanzas en el caso de Uruguay.


� D. Of Uruguay.: 03.01.011 con vigencia a partir del 1 de enero de 2011. 


� Desde el 2007 el levantamiento del secreto bancario por razones tributarias operaba únicamente en dos casos:


1) En el marco de las medidas cautelares o juicios ejecutivos, la DGI pide al juzgado que se trabe embargo sobre las cuentas bancarias del contribuyente sin necesidad de identificarlas. 


2) En el marco de un proceso penal por defraudación tributaria


� El art.5 del Decreto 313-2001 fija requisitos de contenido mínimo menos estrictos, a saber:  


elementos que permitan la identificación inequívoca de las personas o entidades titulares de la información solicitada;


   elementos que permitan la identificación inequívoca de las personas o entidades que dispongan, controlen o posean, dentro de la jurisdicción nacional; la información solicitada;


   período de tiempo por el cual se solicita la información;


   detalle de la información solicitada;


   propósitos tributarios por los cuales la información es solicitada.”.








� Esto en base a la normativa sobre levantamiento del secreto bancario previstas en el art.54 de la Ley (Uruguay) N° 18.083 (incorporada por Ley (Uruguay) N°18.718, art.15). 


� Esto en base a la conformación de un registro de sociedades con información de los accionistas y socios, sean nominativos como titulares al portador, que llevaría el Banco Central del Uruguay. 


� Se trata de un compromiso entre el principio de equidad en materia tributaria y la eficacia en el control de los hechos imponibles con puntos de conexión objetiva en el exterior (bienes y rentas de fuente extranjera).





